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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
INCOMPATIBILIDADES – Artículo 8, numeral 2, literal d), de la Ley 80 de 1993 – Elementos

Conforme al literal d) del numeral 2 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993, algunas personas jurídicas no podrán celebrar contratos con la entidad a la que pertenezca un servidor público que: i) ostente un cargo en el nivel directivo, asesor, ejecutivo o que sea miembro de la junta o consejo directivo de la entidad contratante; y que, simultáneamente, ii) dicho servidor público o el cónyuge, compañero o compañera permanente o los parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, afinidad o civil de cualquiera de ellos tenga participación en esas personas jurídicas o desempeñe un cargo de dirección o manejo. La norma comprende expresamente, entre sus destinatarias, a las sociedades de responsabilidad limitada, y contempla de manera alternativa tanto la participación en el capital como el desempeño de cargos de dirección o manejo, de suerte que basta la concurrencia de cualquiera de esas dos circunstancias.

INCOMPATIBILIDADES – Carácter objetivo – Funciones del servidor respecto del contrato – Irrelevancia

El supuesto de hecho del literal d) del numeral 2 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 se compone del nivel del cargo que ocupa el servidor público en la entidad contratante y del vínculo —de parentesco o de participación— con la persona jurídica, sin que la disposición incorpore un elemento adicional relativo a las funciones concretas que aquel ejerza respecto del contrato. Se trata, por tanto, de una causal objetiva que opera por ministerio de la ley, en la que el legislador prescindió deliberadamente del examen casuístico sobre la influencia real del servidor en el negocio. Del mismo modo que la interpretación restrictiva impide extender las causales a supuestos no previstos, tampoco autoriza a introducir en ellas requisitos que el legislador no estableció, pues en ambos casos el intérprete estaría sustituyendo al órgano competente para configurarlas.

INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES SOBREVINIENTES – Artículo 9 de la Ley 80 de 1993 – Ámbito propio

Si las inhabilidades o incompatibilidades tienen carácter sobreviniente, el ordenamiento jurídico trata de manera distinta al oferente, al adjudicatario y al contratista. Respecto del oferente, el inciso segundo del artículo 9 de la Ley 80 de 1993 dispone que se entenderá que renuncia a la participación en el proceso de selección y a los derechos surgidos del mismo. Respecto del adjudicatario, el inciso tercero del artículo 9 de la Ley 1150 de 2007 prevé que el acto de adjudicación podrá ser revocado. Y respecto del contratista, el inciso primero del artículo 9 de la Ley 80 de 1993 establece que cederá el contrato previa autorización escrita de la entidad contratante o, si ello no fuere posible, renunciará a su ejecución. Esta última hipótesis presupone necesariamente que la causal surja cuando el contrato ya está celebrado, esto es, cuando la participación en el proceso de selección y la celebración se encuentran agotadas.

INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES SOBREVINIENTES – Efecto útil – Interpretación sistemática

El hecho de que los enunciados del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 estén formulados como prohibiciones de participar en procesos de selección y de celebrar contratos no excluye que la causal pueda sobrevenir. Dichos enunciados delimitan quiénes resultan afectados por la restricción, mientras que el artículo 9 regula qué ocurre cuando la condición que estructura la causal aparece con posterioridad. Entender lo contrario privaría al artículo 9 de todo ámbito de aplicación, pues, como la totalidad de las causales del artículo 8 están redactadas en esos términos y la sobreviniencia supone por definición que tales actos ya ocurrieron, jamás podría sobrevenir inhabilidad o incompatibilidad alguna. Una lectura que despoja de contenido a una disposición vigente resulta inadmisible frente al criterio del efecto útil que gobierna la interpretación normativa.

INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES – Causal preexistente y causal sobreviniente – Regímenes diferenciados

El ordenamiento distribuye las consecuencias según el momento en que la causal se configura. Si la causal existía al momento de la celebración, el contrato es absolutamente nulo conforme al numeral 1 del artículo 44 de la Ley 80 de 1993 —que se refiere a los contratos que “se celebren con personas incursas en causales de inhabilidad o incompatibilidad”— y el jefe o representante legal de la entidad deberá darlo por terminado mediante acto administrativo motivado y ordenar su liquidación en el estado en que se encuentre, según el inciso segundo del artículo 45 ibidem. Si, en cambio, la causal sobreviene, no hay nulidad: opera el artículo 9, con el deber de ceder el contrato previa autorización escrita de la entidad o de renunciar a su ejecución. Esta distribución confirma que cada precepto tiene un ámbito propio determinado por el momento en que surge la causal.

CESIÓN DEL CONTRATO ESTATAL – Requisitos – Límites

La cesión debe recaer en un tercero; el cesionario debe tener capacidad jurídica para continuar con la ejecución del objeto contractual y no estar incurso en causales de inhabilidad e incompatibilidad para contratar; y debe contar con capacidad técnica, económica y financiera suficientes para el cumplimiento de las obligaciones emanadas del contrato cedido. La entidad estatal, en el trámite de autorización, está obligada a respetar los criterios normativos aplicables al proceso de contratación, entre otros los principios de transparencia, selección objetiva e igualdad, de manera que, so pretexto de una cesión contractual, no pueden vulnerarse las reglas y principios de la contratación estatal.

ARTÍCULO 9 DE LA LEY 80 DE 1993 – Modificación por la Ley 2014 de 2019 – Alcance del parágrafo

El artículo 6 de la Ley 2014 de 2019 modificó el artículo 9 de la Ley 80 de 1993 y adicionó un parágrafo conforme al cual, cuando la inhabilidad sobreviniente sea la contemplada en el literal j) del numeral 1 del artículo 8 del mismo estatuto, o cuando el contratista haya sido sancionado administrativamente por actos de corrupción, no procede la renuncia y la entidad ordenará mediante acto administrativo motivado la cesión unilateral, sin indemnización alguna. Dicha previsión es de aplicación restringida a los supuestos que enuncia, de suerte que, tratándose de las demás causales, continúa rigiendo la regla general del inciso primero: cesión previa autorización escrita de la entidad contratante o, si ello no fuere posible, renuncia a la ejecución.
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Estimado señor Acosta:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente –, en ejercicio de las competencias otorgadas por los Decretos 4170 de 2011 y 1822 de 2019 y de conformidad con las modalidades del derecho de petición contempladas en la Ley 1755 de 2015, así como lo establecido en la Resolución N° 469 del 2025 expedida por esta Agencia, responde su solicitud de consulta del 9 de julio de 2026, en la cual manifiesta:
“Una sociedad de responsabilidad limitada, cuyo socio mayoritario es también representante legal, celebró y ejecuta actualmente un contrato estatal con una entidad, derivado de un proceso de selección objetiva. Dicho socio y representante legal tiene parentesco en segundo grado de consanguinidad con quien sería nombrado y posesionado como secretario de despacho de la misma entidad, cargo del nivel directivo, sin funciones de supervisión, ordenación del gasto, modificación, liquidación ni ejecución del contrato.
¿Se configura una incompatibilidad sobreviniente conforme al artículo 9 de la Ley 80 de 1993, considerando que el contrato se celebró antes del nombramiento, que ya culminaron la participación en el proceso de selección y la celebración contractual, y que los literales b) y d) del numeral 2 del artículo 8 ibídem aluden a participar en licitaciones o concursos y celebrar contratos estatales?”.
De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales, ni a determinar grados de responsabilidad por las actuaciones de los diferentes participes del sistema de compra pública.
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta.

I. Problemas planteados:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, y dentro de los límites de competencia antes señalados, la Agencia procede a resolver los siguientes problemas jurídicos: i) ¿Puede una causal de incompatibilidad de las previstas en el numeral 2 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 sobrevenir con posterioridad a la celebración del contrato, pese a que su enunciado alude a participar en procesos de selección y a celebrar contratos estatales?, y ii) ¿Qué efectos produce la incompatibilidad sobreviniente sobre el contrato en ejecución y qué actuaciones corresponden a las partes?

II. Respuestas:

	i) La circunstancia de que los enunciados del numeral 2 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 estén redactados como prohibiciones de participar en licitaciones y de celebrar contratos estatales no impide que la causal sobrevenga. Esos  enunciados delimitan quiénes resultan afectados por la restricción; el artículo 9 del mismo estatuto, por su parte, regula qué ocurre cuando la condición que estructura la causal aparece con posterioridad. Ambas disposiciones operan en planos distintos y complementarios.
La conclusión contraria conduciría a vaciar de contenido el artículo 9. En efecto, la totalidad de las causales del artículo 8 están formuladas en esos mismos términos, y la sobreviniencia supone por definición que la participación y la celebración ya ocurrieron; de aceptarse el razonamiento, jamás podría sobrevenir inhabilidad o incompatibilidad alguna respecto de un contratista y el precepto carecería por completo de ámbito de aplicación. Tal resultado es inadmisible frente al criterio del efecto útil, conforme al cual debe preferirse la interpretación que permite a la norma producir efectos sobre aquella que la torna inoperante. A ello se añade que el propio artículo 9 contempla expresamente la hipótesis del contratista —quien, por definición, ya celebró el contrato—, lo que demuestra que el legislador previó justamente el supuesto que se plantea.
Un argumento textual adicional refuerza esta conclusión y se proyecta específicamente sobre las causales del numeral 2. El artículo 9 no se refiere únicamente a la inhabilidad: alude de manera expresa a la “inhabilidad o incompatibilidad” que llegare a sobrevenir en el contratista. Y las incompatibilidades del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública son, precisamente, las del numeral 2 del artículo 8. Si se sostuviera que estas nunca pueden sobrevenir por estar formuladas como prohibiciones de participar y celebrar, la mención a la incompatibilidad en el artículo 9 quedaría vacía de referente, resultado que ninguna interpretación razonable puede aceptar.
La interpretación sistemática lo corrobora. El ordenamiento distribuye las consecuencias según el momento en que la causal se configura: si existía al momento de la celebración, el contrato es absolutamente nulo conforme al numeral 1 del artículo 44 de la Ley 80 de 1993 —que se refiere a los contratos que “se celebren con personas incursas” en tales causales— y el jefe o representante legal de la entidad deberá darlo por terminado mediante acto administrativo motivado y ordenar su liquidación en el estado en que se encuentre, según el inciso segundo del artículo 45 ibidem; si, en cambio, la causal sobreviene, no hay nulidad y opera el mecanismo del artículo 9. Cada precepto tiene así un ámbito propio, determinado precisamente por el momento en que surge la causal.
Debe precisarse, además, que entre los literales invocados en la consulta el pertinente respecto de una sociedad contratista es el d) del numeral 2 del artículo 8, pues el literal b) se refiere a las personas naturales unidas por vínculo de parentesco con los servidores allí señalados. Conforme al literal d), la restricción alcanza a las sociedades de responsabilidad limitada —expresamente mencionadas— en las que un servidor público de los niveles directivo, asesor o ejecutivo de la entidad contratante, o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, afinidad o civil, tenga participación o desempeñe cargos de dirección o manejo. Ambas circunstancias están previstas de manera alternativa, de modo que basta la concurrencia de cualquiera de ellas.
Conviene señalar asimismo que el supuesto de hecho de esa causal no incorpora un elemento relativo a las funciones concretas que el servidor público ejerza respecto del contrato. El legislador la estructuró sobre el nivel del cargo y sobre el vínculo con la persona jurídica, prescindiendo deliberadamente del examen casuístico acerca de la influencia real de aquel en el negocio. Por ello, la ausencia de funciones de supervisión, ordenación del gasto, modificación, liquidación o ejecución no excluye por sí misma la configuración de la causal: así como la interpretación restrictiva impide extenderla a supuestos no previstos, tampoco autoriza a introducir en ella requisitos que la ley no estableció, pues en ambos casos el intérprete estaría sustituyendo al legislador.
ii) Configurada la incompatibilidad sobreviniente, el efecto no es la nulidad del contrato sino el previsto en el inciso primero del artículo 9 de la Ley 80 de 1993: el contratista cederá el contrato previa autorización escrita de la entidad contratante o, si ello no fuere posible, renunciará a su ejecución. La cesión debe recaer en un tercero que tenga capacidad jurídica para continuar con la ejecución del objeto, que no esté incurso en causales de inhabilidad o incompatibilidad y que cuente con capacidad técnica, económica y financiera suficientes; y la entidad, al tramitar la autorización, debe respetar los principios de transparencia, selección objetiva e igualdad, de manera que la figura no se emplee para eludir las reglas de la contratación estatal. Si se tratara de un integrante de un proponente plural, el inciso tercero del mismo artículo dispone que cederá su participación a un tercero previa autorización escrita de la entidad, sin que en ningún caso pueda haber cesión del contrato entre quienes integran el consorcio o la unión temporal.
Finalmente, es pertinente advertir que el parágrafo adicionado al artículo 9 por el artículo 6 de la Ley 2014 de 2019 —conforme al cual no procede la renuncia y la entidad ordena la cesión unilateral sin indemnización— está circunscrito a la inhabilidad del literal j) del numeral 1 del artículo 8 y a los casos de sanción administrativa por actos de corrupción, de suerte que respecto de las demás causales continúa rigiendo la regla general antes descrita. Corresponde, en todo caso, a la entidad contratante verificar en el caso concreto la configuración de los elementos de la causal y adoptar las decisiones que en derecho procedan, sin que esta Agencia pueda anticiparlas ni validarlas.



III. Razones de las respuestas:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

i) En la contratación estatal la capacidad es un requisito de validez de los contratos, tanto en el régimen de las entidades sujetas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública como en el de las entidades exceptuadas de aquel. El artículo 6 de la Ley 80 de 1993 —modificado por el artículo 1 de la Ley 2160 de 2021— dispone que pueden celebrar contratos con las entidades estatales las personas consideradas legalmente capaces en las disposiciones vigentes, de modo que la capacidad es la regla y las restricciones la excepción.

Dentro de esas restricciones se destaca el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, entendido como un conjunto de normas que imponen límites a los sujetos que, eventualmente, pretendan participar en los procedimientos de selección o celebrar contratos con las entidades estatales. Esta Subdirección ha precisado que las inhabilidades son prohibiciones para concurrir a los procedimientos de selección y para contratar con el Estado, que se derivan i) de la existencia de comportamientos reprochables o de sanciones anteriormente impuestas, ii) de vínculos personales relativos al parentesco o al estado civil o iii) de una actividad u oficio que se desempeñó en el pasado; mientras que las incompatibilidades son prohibiciones para participar en los procedimientos de selección y para celebrar contratos estatales, fundadas en la presencia de una calidad que ostenta el sujeto interesado, que no puede coexistir con su calidad de proponente o contratista del Estado.

Con todo, la distinción tiene alcance principalmente descriptivo. Como lo ha señalado esta Agencia, a pesar de la existencia de distintos criterios para diferenciar las inhabilidades de las incompatibilidades, de la presencia de ellas se derivan las mismas consecuencias jurídicas, esto es, la limitación de la capacidad contractual, de manera que su presencia impide celebrar contratos con el Estado o participar en procedimientos de selección. Esta equiparación de efectos es relevante para el asunto consultado, porque el artículo 9 de la Ley 80 de 1993 somete a unas mismas consecuencias tanto a las inhabilidades como a las incompatibilidades sobrevinientes.

Debe recordarse, por último, que estas restricciones están sometidas a reserva de ley y a interpretación restrictiva. Las inhabilidades e incompatibilidades solo pueden tipificarse en la ley o en la Constitución y su interpretación debe ser restrictiva, pues si se admitiera una interpretación amplia, extensiva o finalista, tales enunciados normativos contemplarían múltiples supuestos indeterminados según el parecer o el sentido común de los operadores jurídicos, poniendo en riesgo principios como la igualdad, el debido proceso, la seguridad jurídica, la libre concurrencia y el ejercicio de la profesión u oficio.


ii) El numeral 2 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 establece las incompatibilidades, esto es, las prohibiciones de participar en licitaciones y de celebrar contratos estatales “con la entidad respectiva”. Entre ellas, el literal d) dispone:

“d) Las corporaciones, asociaciones, fundaciones y las sociedades anónimas que no tengan el carácter de abiertas, así como las sociedades de responsabilidad limitada y las demás sociedades de personas en las que el servidor público en los niveles directivo, asesor o ejecutivo, o el miembro de la junta o consejo directivo, o el cónyuge, compañero o compañera permanente o los parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, afinidad o civil de cualquiera de ellos, tenga participación o desempeñe cargos de dirección o manejo”.

De acuerdo con la norma transcrita, esta Subdirección ha precisado que algunas personas jurídicas no podrán celebrar contratos con la entidad a la que pertenezca un servidor público que: i) ostente un cargo en el nivel directivo, asesor, ejecutivo o que sea miembro de la junta o consejo directivo de la entidad contratante; y que, simultáneamente, ii) dicho servidor público o el cónyuge, compañero o compañera permanente o los parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, afinidad o civil de cualquiera de ellos tenga participación en esas personas jurídicas o desempeñe un cargo de dirección o manejo.

En cuanto a los destinatarios, la norma abarca de una parte a las corporaciones, asociaciones y fundaciones; así mismo, alude a las sociedades de responsabilidad limitada, a las demás sociedades de personas y a las sociedades anónimas que no tengan el carácter de abiertas. Las sociedades de responsabilidad limitada figuran, pues, expresamente entre las personas jurídicas cobijadas, sin que sea necesario acudir a ningún ejercicio interpretativo para incluirlas.

En relación con el sujeto que por sus condiciones o calidades ocasiona la configuración de la causal —el sujeto generador—, este es el servidor público de los niveles directivo, asesor o ejecutivo, o el miembro de la junta o consejo directivo, al igual que el cónyuge, compañero o compañera permanente o los parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, afinidad o civil de cualquiera de ellos. Respecto de estos sujetos se predica la condición de tener participación o desempeñar cargos de dirección o manejo en la persona jurídica.
Sobre la expresión “cargos de dirección o manejo”, esta Subdirección ha considerado que debe entenderse como el resultado de la interpretación sistemática del artículo 22 de la Ley 222 de 1995 con el artículo 32 del Código Sustantivo del Trabajo, pues ambas son normas de derecho privado aplicables en virtud de la remisión de los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 1993. Armonizando ambas disposiciones, se concluye que alguien puede desempeñar en una persona jurídica un cargo de dirección o manejo bien sea actuando como administrador —en los términos del artículo 22 de la Ley 222 de 1995, que comprende al representante legal— o como trabajador de dirección, confianza o manejo, de conformidad con el artículo 32 del Código Sustantivo del Trabajo.

Conviene destacar, finalmente, que en la persona jurídica podría haber socios que no ejerzan estos cargos o personas que los desempeñen sin ser socias. Ambas circunstancias están previstas en el literal d), pues la norma se refiere tanto a tener participación como al desempeño de cargos de dirección o manejo. Se trata, por tanto, de supuestos alternativos: basta la concurrencia de cualquiera de ellos para que la causal se estructure, sin que sea necesario que ambos coincidan.


iii) La consulta destaca que el cargo del nivel directivo carecería de funciones de supervisión, ordenación del gasto, modificación, liquidación o ejecución del contrato. Corresponde examinar si esa circunstancia incide en la configuración de la causal.

El examen del supuesto de hecho del literal d) revela que sus elementos son dos: el nivel del cargo que el servidor público ocupa en la entidad contratante —directivo, asesor o ejecutivo, o la condición de miembro de la junta o consejo directivo— y el vínculo con la persona jurídica, sea por participación en el capital, sea por el desempeño de cargos de dirección o manejo, predicable del propio servidor o de sus allegados en los grados señalados. La disposición no incorpora un tercer elemento consistente en que el servidor tenga atribuciones relacionadas con el contrato ni en que haya intervenido de algún modo en el proceso de selección o en su ejecución.

Esa configuración no es accidental. El legislador optó por un criterio objetivo, anclado en el nivel jerárquico del cargo, precisamente para evitar que la aplicación de la restricción dependiera de un juicio casuístico sobre la influencia real que el servidor pudiera ejercer, juicio que resultaría incierto y difícilmente verificable. La razón de ser de la causal no es sancionar una influencia efectivamente ejercida, sino prevenir la situación que objetivamente la propicia, en garantía de los principios de moralidad, imparcialidad y transparencia que gobiernan la función administrativa conforme al artículo 209 de la Constitución Política.
Podría objetarse que, siendo las causales de interpretación restrictiva, debería preferirse la lectura que menos limite los derechos y, por tanto, entenderse excluidos los supuestos en que el servidor carece de funciones sobre el contrato. La objeción no resulta atendible. La interpretación restrictiva opera como prohibición de extender la causal a supuestos que su texto no comprende; no habilita, en cambio, a añadirle requisitos que el legislador no previó. Ambas operaciones —ampliar el supuesto de hecho o reducirlo mediante la incorporación de exigencias adicionales— comparten el mismo vicio: sustituyen al órgano competente para configurar la restricción. El principio pro libertate orienta la elección entre sentidos posibles del texto, no autoriza a reescribirlo.

En consecuencia, la ausencia de funciones de supervisión, ordenación del gasto, modificación, liquidación o ejecución respecto del contrato no excluye, por sí sola, la configuración de la causal del literal d). Ello sin perjuicio de que la verificación de sus elementos —en particular, la pertenencia del cargo a alguno de los niveles señalados conforme a las normas que rigen la estructura de la respectiva entidad— deba realizarse en el caso concreto por la entidad contratante.


iv) Un aspecto que resulta determinante para el análisis de la sobreviniencia es el momento en que la causal adquiere existencia. El literal d) exige que quien ostente el vínculo sea un “servidor público” de los niveles allí indicados, de suerte que la causal no puede estructurarse antes de que esa calidad se adquiera.

Al respecto, el inciso segundo del artículo 122 de la Constitución Política dispone que ningún servidor público entrará a ejercer su cargo sin prestar juramento de cumplir y defender la Constitución y desempeñar los deberes que le incumben. De ahí que el nombramiento, por sí solo, no confiera la calidad de servidor público: esta se adquiere con la posesión. Por consiguiente, mientras la posesión no se produzca, no concurre el elemento subjetivo que estructura la causal.

Esta precisión tiene consecuencias prácticas relevantes. De una parte, permite ubicar con exactitud el momento a partir del cual la causal —de configurarse— produce efectos y, con ellos, se activan los deberes del artículo 9. De otra, delimita el ámbito temporal frente a la nulidad: si la calidad de servidor público se adquirió con posterioridad a la celebración del contrato, la causal no existía al momento de celebrarse y, en consecuencia, no se configura el supuesto del numeral 1 del artículo 44 de la Ley 80 de 1993, como se explica en el acápite siguiente.


v) El artículo 9 de la Ley 80 de 1993 —modificado por el artículo 6 de la Ley 2014 de 2019— regula las inhabilidades e incompatibilidades sobrevinientes. Esta Subdirección ha explicado que, cuando tienen ese carácter, el ordenamiento jurídico trata de manera distinta al oferente, al adjudicatario y al contratista.

Respecto del oferente, el inciso segundo del artículo 9 de la Ley 80 de 1993 dispone que, cuando la inhabilidad o incompatibilidad sobrevenga en un proponente dentro de un proceso de selección, se entenderá que renuncia a la participación en el proceso y a los derechos surgidos del mismo. Respecto del adjudicatario, el inciso tercero del artículo 9 de la Ley 1150 de 2007 prevé que, si dentro del plazo comprendido entre la adjudicación del contrato y su suscripción sobreviene una inhabilidad o incompatibilidad, el acto de adjudicación podrá ser revocado. Y respecto del contratista, el inciso primero del artículo 9 de la Ley 80 de 1993 establece que, si llegare a sobrevenir inhabilidad o incompatibilidad, este cederá el contrato previa autorización escrita de la entidad contratante o, si ello no fuere posible, renunciará a su ejecución.

Obsérvese que esta última hipótesis presupone, necesariamente, que la causal surja cuando el contrato ya está celebrado. La condición de contratista solo se adquiere con la celebración del negocio jurídico —que, conforme al inciso primero del artículo 41 de la Ley 80 de 1993, se perfecciona cuando se logra acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y este se eleva a escrito—, de manera que hablar de una causal que “sobreviene en el contratista” equivale a hablar de una causal posterior a la celebración. El propio texto legal, entonces, contempla de modo expreso el supuesto que la consulta pone en duda.

De lo anterior se sigue la respuesta al primer problema jurídico. Los enunciados del artículo 8 y el enunciado del artículo 9 cumplen funciones normativas distintas: los primeros identifican quiénes quedan cobijados por la restricción, describiendo las conductas prohibidas —participar y celebrar—; el segundo regula la consecuencia aplicable cuando la condición que estructura la restricción aparece con posterioridad a esos actos. No se trata, pues, de normas que se contradigan ni de una laguna, sino de una articulación deliberada entre el supuesto de hecho y su tratamiento temporal.

A la misma conclusión conduce el criterio del efecto útil, según el cual, entre dos lecturas posibles de un enunciado normativo, debe preferirse aquella que le permita producir efectos frente a la que lo torna inoperante. Si se aceptara que la causal no puede sobrevenir porque la participación y la celebración ya se agotaron, el artículo 9 quedaría privado por completo de ámbito de aplicación respecto de los contratistas: como la totalidad de las causales del artículo 8 están redactadas en esos mismos términos, y como la sobreviniencia supone por definición que tales actos ya ocurrieron, jamás podría configurarse el supuesto que la norma regula. Una interpretación que conduce a la inaplicabilidad estructural de una disposición vigente no puede admitirse.

Existe todavía un argumento textual que se proyecta de manera específica sobre las causales del numeral 2 del artículo 8, que son las que interesan a la consulta. El artículo 9 no se refiere únicamente a la inhabilidad: alude expresamente a la “inhabilidad o incompatibilidad” que llegare a sobrevenir en el contratista, y reitera esa fórmula en sus incisos segundo y tercero. Ahora bien, en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública las incompatibilidades son, precisamente, las enunciadas en el numeral 2 del artículo 8, que es el que la consulta invoca. Si se sostuviera que tales causales nunca pueden sobrevenir por estar formuladas como prohibiciones de participar y de celebrar, la referencia a la incompatibilidad contenida en el artículo 9 quedaría sin referente posible: el legislador habría regulado la incompatibilidad sobreviniente para una categoría de supuestos inexistente. La sola enunciación del resultado basta para descartar la premisa de la que proviene.

Conviene añadir que la doctrina de esta Subdirección ha aplicado el artículo 9 a supuestos análogos. Así, al examinar el caso del contratista persona natural que se encuentra ejecutando un contrato y es condenado a la pena accesoria de interdicción de derechos y funciones públicas, concluyó que estará incurso en una inhabilidad sobreviniente y que, por tanto, según lo previsto en el artículo 9 de la Ley 80 de 1993, deberá ceder el contrato si la entidad estatal lo autoriza por escrito o, en caso contrario, tendrá que renunciar a su ejecución. La estructura del razonamiento es idéntica: una causal formulada como prohibición de participar y celebrar que, sin embargo, sobreviene durante la ejecución y activa el mecanismo del artículo 9.


vi) La lectura sistemática de los artículos 9, 44 y 45 de la Ley 80 de 1993 confirma lo expuesto y, además, permite precisar los efectos aplicables en cada hipótesis.
Si la causal existía al momento de la celebración, el contrato es absolutamente nulo. El numeral 1 del artículo 44 dispone que los contratos del Estado son absolutamente nulos, además de en los casos previstos en el derecho común, cuando “[s]e celebren con personas incursas en causales de inhabilidad o incompatibilidad previstas en la Constitución y la ley”. La formulación es temporalmente precisa: la nulidad se predica del contrato celebrado con quien, para ese momento, estaba incurso en la causal. En tal evento, el inciso segundo del artículo 45 impone al jefe o representante legal de la entidad el deber de dar por terminado el contrato mediante acto administrativo debidamente motivado y ordenar su liquidación en el estado en que se encuentre.

Si, en cambio, la causal sobreviene, no se configura el supuesto de la nulidad, precisamente porque al momento de la celebración el contratista no estaba incurso en ella. Opera entonces el artículo 9, cuya consecuencia no es la invalidez del negocio sino su cesión previa autorización escrita de la entidad o, si ello no fuere posible, la renuncia a su ejecución. El contrato, por tanto, no nace viciado ni deviene nulo: lo que el ordenamiento persigue es que la situación de incompatibilidad no se prolongue, sustituyendo al contratista o poniendo fin a su participación.

Esta distribución constituye un argumento adicional —y a nuestro juicio decisivo— en favor de la respuesta afirmativa al primer problema jurídico. Si las causales del artículo 8 solo pudieran predicarse del momento de la participación y de la celebración, todas ellas se resolverían por la vía de la nulidad del artículo 44, y el artículo 9 carecería de campo propio. Es justamente porque el legislador previó que la causal puede aparecer después que dispuso para ese evento una consecuencia distinta y menos gravosa.


vii) Configurada la incompatibilidad sobreviniente, el contratista debe ceder el contrato previa autorización escrita de la entidad contratante o, si ello no fuere posible, renunciar a su ejecución. Conviene precisar el alcance de cada uno de estos mecanismos.
La cesión de la posición contractual supone la transferencia de la posición de un contratante a otro sujeto, que le sustituya en la relación con la contraparte. Concurren tres sujetos: el cedente —el contratista inicial—, el cesionario —quien asume total o parcialmente los derechos y obligaciones— y el cedido, que en los contratos estatales es la entidad que suscribió el contrato. La figura permite que terceros ajenos a los contratantes iniciales participen en negocios en curso cuando no se han cumplido la totalidad de las obligaciones, realizando las prestaciones faltantes.

En materia de contratos estatales confluyen el derecho público y el privado en su regulación. Rigen en primer término las disposiciones del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y, en lo no regulado, las normas sobre cesión de contratos de los artículos 887 y siguientes del Código de Comercio, por remisión de los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 1993. Entre las reglas especiales del Estatuto se destaca el inciso tercero del artículo 41, conforme al cual “[l]os contratos estatales son intuito personae y, en consecuencia, una vez celebrados no podrán cederse sin previa autorización escrita de la entidad contratante”.

El Consejo de Estado ha precisado como requisitos de la cesión del contrato estatal los siguientes: i) debe recaer en un tercero; ii) el cesionario debe tener capacidad jurídica para continuar con la ejecución del objeto contractual y no estar incurso en causales de inhabilidad e incompatibilidad para contratar; y iii) el cesionario debe contar con capacidad técnica, económica y financiera suficientes para el cumplimiento de las obligaciones emanadas del contrato cedido. En la medida en que el tercero cesionario asume la posición contractual del cedente, las disposiciones, los pliegos de condiciones y el contrato mismo le resultan aplicables, de suerte que las capacidades jurídica, económica y técnica exigidas al contratista inicial se exigen también a él.

De lo anterior se sigue un límite que la entidad debe observar con particular cuidado: en el trámite de autorización de la cesión está obligada a respetar los criterios normativos aplicables al proceso de contratación, entre otros los principios de transparencia, selección objetiva e igualdad. En otros términos, so pretexto de una cesión contractual no pueden vulnerarse las reglas y principios de la contratación estatal, ni puede la figura emplearse como instrumento para desviar las obligaciones que tiene la entidad en materia de selección objetiva.

Debe tenerse presente, asimismo, que la cesión es una institución propia de la etapa contractual, por lo que solo pueden cederse los contratos estatales que se encuentren perfeccionados y no estén liquidados —para aquellos que la requieran— o respecto de los cuales no se hayan extinguido las obligaciones entre las partes. Igualmente, si la causal sobreviene en uno de los miembros de un consorcio o unión temporal, el inciso tercero del artículo 9 dispone que este cederá su participación a un tercero previa autorización escrita de la entidad contratante, y prohíbe en todo caso la cesión del contrato entre quienes integran la estructura plural.

Cuando la cesión no resulte posible —bien porque la entidad no la autorice, bien porque no se encuentre un cesionario que reúna las condiciones exigidas—, el contratista debe renunciar a la ejecución del contrato. La norma establece así una relación de subsidiariedad entre ambos mecanismos, en la que la cesión se prefiere por cuanto permite la continuidad de la ejecución y, con ella, la satisfacción de la necesidad que dio origen al contrato.

viii) Finalmente, es preciso advertir sobre una modificación que podría inducir a error si se aplicara sin atender a su ámbito. El artículo 6 de la Ley 2014 de 2019 modificó el artículo 9 de la Ley 80 de 1993 y le adicionó un parágrafo conforme al cual, cuando la inhabilidad sobreviniente sea la contemplada en el literal j) del numeral 1 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993, o cuando el contratista haya sido sancionado administrativamente por actos de corrupción, no procede la renuncia al contrato y la entidad estatal ordenará mediante acto administrativo motivado la cesión unilateral, sin indemnización alguna para el contratista inhabilitado. A su turno, el artículo 8 de la misma ley adicionó el artículo 9A, sobre los efectos de la declaratoria de cesión unilateral.

Como se observa, se trata de un régimen agravado y de aplicación restringida a los supuestos que la norma enuncia: la inhabilidad derivada de la comisión de delitos contra la Administración Pública y demás conductas del literal j), y la sanción administrativa por actos de corrupción. Por consiguiente, respecto de las restantes causales —entre ellas las incompatibilidades del numeral 2 del artículo 8, fundadas en vínculos de parentesco o en la participación en personas jurídicas— continúa rigiendo la regla general del inciso primero: cesión previa autorización escrita de la entidad contratante o, si ello no fuere posible, renuncia a la ejecución.


ix) Corresponde a la entidad contratante, y no a esta Agencia, verificar en el caso concreto si concurren los elementos que estructuran la causal. Esa verificación comprende, entre otros extremos, establecer si el cargo de que se trate pertenece efectivamente a alguno de los niveles directivo, asesor o ejecutivo conforme a las normas que rigen la estructura y la nomenclatura de empleos de la respectiva entidad; determinar el grado del vínculo de parentesco; constatar la naturaleza de la sociedad contratista y la existencia de participación en su capital o del desempeño de cargos de dirección o manejo; y precisar la fecha en que se adquirió la calidad de servidor público.

Esa verificación es, además, un deber continuado. Los artículos 83 y 84 de la Ley 1474 de 2011 imponen a las entidades el deber de vigilar permanentemente la correcta ejecución del objeto contratado, lo que comprende advertir la aparición de circunstancias sobrevinientes que incidan en la capacidad del contratista. Del mismo modo, sobre el contratista pesa el deber de obrar con lealtad y buena fe en las distintas etapas contractuales, conforme al numeral 2 del artículo 5 de la Ley 80 de 1993, lo que comprende informar oportunamente a la entidad sobre la ocurrencia de hechos que puedan configurar una causal sobreviniente.

Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

IV. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes 

	· Constitución Política, artículos 122 (inciso segundo), 150 y 209.
· Código Civil, artículos 633, 1502, 1503 y 1504.
· Código de Comercio, artículos 887 y siguientes.
· Código Sustantivo del Trabajo, artículo 32.
· Ley 80 de 1993, artículos 5 (numeral 2), 6, 7, 8 (numeral 2, literales b y d), 9, 13, 32, 40, 41, 44 (numeral 1) y 45 (inciso segundo).
· Ley 222 de 1995, artículo 22.
· Ley 1150 de 2007, artículos 5, 6 y 9 (inciso tercero).
· Ley 1474 de 2011, artículos 83 y 84.
· Ley 1755 de 2015.
· Ley 2014 de 2019, artículos 6 y 8.
· Ley 2160 de 2021, artículo 1.
· Decreto Ley 4170 de 2011, artículos 3 (numeral 5) y 11 (numeral 8).
· Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.1.3.1.
· CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-1016 de 2012. M.P. Jorge Iván Palacio.
· CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil y Sección Tercera. Providencias sobre taxatividad e interpretación restrictiva del régimen y sobre requisitos de la cesión del contrato estatal.



V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Esta Subdirección se ha pronunciado sobre las inhabilidades e incompatibilidades sobrevinientes y sus efectos diferenciados respecto del oferente, el adjudicatario y el contratista, entre otros, en los Conceptos C-1027 del 18 de diciembre de 2024, C-948 del 19 de agosto de 2025 y C-1694 del 29 de diciembre de 2025. Sobre la causal del literal d) del numeral 2 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 y sobre el alcance de la expresión “cargos de dirección o manejo” se pronunció en el Concepto C-884 del 14 de agosto de 2025. Y sobre el régimen general de inhabilidades e incompatibilidades, su taxatividad e interpretación restrictiva, en los Conceptos C-975 de 2024, C-552 del 26 de mayo de 2025, C-948 de 2025 y C-1878 de 2025, entre otros.

En materia de cesión del contrato estatal —su noción, régimen jurídico aplicable, requisitos y límites— se destaca el Concepto C-1694 de 2025. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace:
https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación:
https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector  social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes  competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí:
https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
         
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015. 

Atentamente, 
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